Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 11 minutos) 


Informo, tanto a los señores Senadores como a nuestros invitados, que el señor Senador 
Long, quien preside esta Comisión, está por llegar, pero para no hacer esperar a los representantes de 
ANDEBU les damos la bienvenida y les agradecemos su comparecencia. El objetivo de la misma tiene 
que ver con el tratamiento del proyecto de ley por el que se regulan los medios comunitarios de 
radiodifusión, pues nos gustaría conocer la opinión que les merece dicha iniciativa. 


SEÑOR INCHAUSTI.- En primer lugar, como Presidente de ANDEBU, quiero agradecer la invitación 
que nos ha cursado la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión a los efectos de emitir nuestra 
opinión en cuanto al tratamiento de este tema. 


ANDEBU ha estudiado varias iniciativas sobre la regulación de la radiodifusión comunitaria 
que a lo largo de muchos años se han presentado. Es más: no ha estado ajena a la existencia de este 
fenómeno en diversos países del mundo y a la regulación que ha merecido el ejercicio de esta 
modalidad de la radiodifusión privada. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Long) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero pedir disculpas a los invitados por nuestra demora, así como también 
darle las gracias a la señora Senadora Percovich por haber ejercido la Presidencia durante mi 
ausencia. 


A pesar de que los representantes de ANDEBU ya están exponiendo su opinión, quiero 
reiterar que es un gusto recibirlos para escuchar sus manifestaciones sobre este proyecto de ley. 


SEÑOR INCHAUSTI.- El gusto es nuestro por participar de esta reunión. 


Como había señalado anteriormente, para nosotros es muy importante participar en el 
tratamiento de este tema. Vemos con agrado que sea requerida la opinión de ANDEBU como 
representante de la radiodifusión profesional en Uruguay y que sea tenida en cuenta en esta 
oportunidad. 


ANDEBU ha seguido con atención durante muchos años el surgimiento de esta modalidad de 
la radiodifusión privada, y en varias ocasiones ha participado en el análisis y en la elaboración de 
proyectos sobre la forma de regulación que debe tener una radiodifusión que, a diferencia de la que 
estamos habituados -es decir a la ejercida por los medios llamados comerciales, que funcionan bajo 
estructuras propias del Derecho Comercial-, se rige por otra normativa. Pensamos que es oportuno y 
sano que una sociedad también tenga medios de comunicación cuyos titulares sean asociaciones 
civiles. Por esa razón, ANDEBU ha decidido participar en diversas instancias de análisis sobre este 
tema. Debemos recordar que ANDEBU también es una asociación civil y que hasta el año 1957 fue 
titular de una frecuencia de radiodifusión -de un permiso- bajo la legislación del momento, es decir, la 
ley del año 1928. Pensamos que tanto en aquella legislación como en la que nos rige actualmente, que 
es el Decreto-Ley N* 14.670 del año 1977 y su Decreto reglamentario N* 734 del año 1978, existe la 
posibilidad, modificando algunas disposiciones -sobre todo del decreto reglamentario-, de hacer un 
espacio de regulación para la llamada radiodifusión comunitaria, asociativa, o como se ha dado en 
llamar en otros países. 


Sin perjuicio de ello, ANDEBU también ha considerado la inquietud manifestada por algunas 
organizaciones civiles en cuanto a la necesidad de que este tema fuera tratado a través de una ley. Por 


tal motivo, en momentos en que esta iniciativa se estaba estudiando en la Cámara de Representantes, 
se propuso otro proyecto de ley a fin de contribuir en este tema. Lamentablemente, ni el proyecto ni 
sus contenidos fueron tenidos en cuenta en el que obtuvo media sanción en dicha Cámara, razón por 
la cual tenemos algunos comentarios críticos que hacer. 


En este proyecto de ley, por ejemplo, se contravienen algunas disposiciones de rango 
internacional, es decir, tratados internacionales como el Convenio de la Unión Internacional de 
Telecomunicaciones, u otros tratados bilaterales o multilaterales que en el ámbito de la radiodifusión y 
de las telecomunicaciones nuestro país ha celebrado con los países vecinos. 


En el informe que hemos elaborado y que dejaremos a estudio de esta Comisión están 
contenidos aquellos aspectos que ANDEBU considera críticos, así como también propuestas de 
soluciones que, según entienden las organizaciones de radiodifusores privados profesionales, podrían 
ser adecuadas para reglamentar esta modalidad de radiodifusión. En él van a poder apreciar varios 
aspectos de interés que los radiodifusores consideraron inadecuados o perfectibles en este proyecto 
de ley, como son la titularidad o la sustentabilidad económica. Algunos aspectos que han sido tomados 
en forma muy crítica son, por ejemplo, la reserva de una porción del espectro radioeléctrico, el alcance 
de las emisiones de estas radioemisoras y el plazo por el cual se les permitirá funcionar. 


Otro punto que no ha sido incluido en el proyecto de ley y que consideramos muy importante 
es el régimen de sanciones para aquellos que transgredan la normativa vigente. En la ley de 
radiodifusión actual tenemos prevista una sanción, pero no se aplica en el caso de aquellos operadores 
de radiodifusión que no cuentan con la autorización del Poder Ejecutivo, tal como lo indica la ley. Eso 
ha llevado a que en este momento exista una gran cantidad de radioemisoras ilegales a lo largo de 
todo el país -tanto en la capital como en el interior-, lo que provoca serios perjuicios, ya que los 
radiodifusores se ven impedidos de difundir con la perfección técnica que requieren las emisiones, 
debido a las interferencias que emiten las radios que operan en forma ilegal. 


Pero esas interferencias no sólo afectan a los radiodifusores sino, fundamentalmente, al 
usuario del servicio, en la medida en que no puede recibir en forma límpida las emisiones y en muchos 
casos se ve afectado por la imposibilidad de escuchar programas que son de su interés o de su 
agrado. De distintos lugares del país hemos recibido quejas e informaciones provenientes de la 
audiencia de estos medios de difusión. Incluso, en las Juntas Locales y en las Intendencias 
Municipales se ha dado cuenta de la pérdida de calidad o de la imposibilidad de recibir emisiones de tal 
o cual radio legalmente establecida, en función de las interferencias causadas por las radios que no 
cuentan con autorización. 


Este hecho es particularmente peligroso si tenemos en cuenta que algunas de estas emisoras 
están operando en frecuencias cercanas a la Aviación Civil. Es de destacar que cuando las emisoras 
se ubican cerca de los aeropuertos, pueden causar peligros para la vida humana. 


Antes de ingresar al análisis del proyecto de ley, quisiera decir que a ANDEBU le resultaría 
particularmente adecuado que este tema fuera tratado, no solamente en esta Comisión, sino también 
en la de Industria y Energía, ya que la radiodifusión es un sector de actividad regulado por el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, según el Decreto 155 del año 2005. Por esa razón consideramos 
oportuno que la regulación o el análisis de este tema se realice también en dicho ámbito; para ello, nos 
permitimos proponer que ambas Comisiones se integren a los efectos de contribuir, mediante el trabajo 
de ambas, a un análisis más completo de los distintos aspectos y alcances que tienen que ver con un 
tema tan vasto como es el de la radiodifusión. 


En cuanto al proyecto, ya he adelantado que vamos a dejar en poder de la Comisión un par 
de copias del informe que hemos preparado, que contiene un análisis del proyecto inicialmente 
presentado, del que fue finalmente sancionado y de las soluciones que, a criterio de los radiodifusores 
profesionales, deberían ser tenidas en cuenta para la regulación de este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿En la documentación que usted nos dejaría está incluido ese proyecto que 
inicialmente había presentado ANDEBU y que estuvo a consideración de la Cámara de 


Representantes? 


SEÑOR INCHAUSTI.- En este documento no está incluido el proyecto completo, sin perjuicio de lo cual 
sí lo están las principales soluciones que contenía esa iniciativa. Si es de interés de la Comisión, con 
sumo agrado les podemos hacer llegar el proyecto completo, tal como fue presentado en la otra 
Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podemos solicitar esa información a la Cámara de Representantes para 
sumarlo a los antecedentes; si no, con gusto la recibiremos. Parecería importante contar con él porque, 
si bien ustedes comentaron que no había sido de recibo, como este Parlamento es bicameral, nosotros 
hacemos nuestro análisis con total independencia de lo que pueda haber resuelto la Cámara de 
Representantes. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Anteriormente comenté que, a criterio de ANDEBU, los principales aspectos a 
tener en cuenta en el tratamiento de este tema -y figuran en el análisis que hicimos sobre el proyecto 
de ley que ya fue aprobado en la Cámara de Representantes- son: la titularidad y la sustentabilidad 
económica de estos medios de difusión, la reserva de una porción significativa del espectro 
radioeléctrico -aspecto de particular importancia que cuestiona ANDEBU:, el alcance de las emisiones, 
el plazo, y las sanciones que deberían aplicarse a quienes transgredan la normativa vigente. 


En cuanto a la titularidad, el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes 
define que la operación será realizada por asociaciones civiles sin fines de lucro. Una modificación del 
texto inicial introdujo, también, que la operación podrá ser realizada por grupos de personas 
organizadas. Nos parece que la expresión es demasiado vaga para incluirla en una ley sobre 
regulación de un servicio como el de la radiodifusión. Es una solución que no compartimos, ya que no 
permitiría, por ejemplo, el ejercicio de contralor dispuesto en la Ley de Prensa, la N* 16.011, ante 
eventuales transgresiones cometidas a través de los medios de comunicación masiva. Un grupo de 
personas organizadas que no sea una asociación civil debidamente constituida y registrada en el 
Ministerio de Educación y Cultura, no tendría miembros identificables y, por ende, la posibilidad de que 
se les ejerza, en forma efectiva, las previsiones de la Ley de Prensa en cuanto a la adjudicación y la 
asignación de responsabilidades por las transgresiones que pudieran cometerse en esos medios de 
comunicación. Debemos tener en cuenta que este aspecto es muy importante y que no sólo ha sido 
regulado en el Uruguay, sino que, en general, todos los países cuentan con legislación de este tipo, en 
función de la importancia y de la trascendencia que tienen las expresiones que se vierten a través de 
los medios de comunicación. 


En este caso, ANDEBU propone que la titularidad sea ejercida por asociaciones civiles 
uruguayas sin fines de lucro y debidamente autorizadas por el Ministerio de Educación y Cultura. Nos 
parece que es la redacción más adecuada, en función de que en una asociación civil debidamente 
registrada son identificables todos sus integrantes, además de que cuenta con un patrimonio, es decir, 
con un fondo suficiente como para responder ante reclamaciones de orden pecuniario, lo que hace 
posible la aplicación de la regulación prevista en la Ley de Prensa, N* 16.011. 


En cuanto al régimen de adjudicación, que está vinculado con este tema de la titularidad, el 
proyecto de ley contiene una solución que contraría el principio general de que el silencio de 
administración se entiende como una denegatoria ficta a lo solicitado. Esto se desprende de lo que se 
establece en cuanto a que el silencio del Poder Ejecutivo frente a una solicitud de asignación de 
frecuencia, pasado determinado plazo, se entenderá como una autorización. Esta es una solución 
contraria, no sólo a la legislación vigente en nuestro país, sino también al sentido común, que ha 
entendido adecuada la solución de denegatoria ficta, presente en la legislación de nuestro país. 


También consideramos que esta es una solución de constitucionalidad dudosa, en la medida 
en que implica la transferencia de facultades y de obligaciones inherentes al Poder Ejecutivo, que verá 
limitados su potestad y obligación de trazar una política nacional de comunicaciones, al impedírsele, en 
especial, que puede decidir la necesidad, la conveniencia y la oportunidad de realizar llamados a 
concurso público para la asignación de frecuencias. 


Esta es una de las conclusiones a las que llega ANDEBU sobre el régimen de adjudicación de 
frecuencias incluido en el proyecto de ley. 


En cuanto al plazo de las adjudicaciones, el proyecto de ley establece que será de diez años, 
lo que entendemos excesivo y no se condice con la necesidad o la propuesta de promover que la 
mayor cantidad de asociaciones civiles puedan brindar un servicio de radiodifusión. Si las frecuencias 
radioeléctricas son concedidas por diez años, una cantidad considerable de ellas no estará disponible 
para su aprovechamiento por parte de muchas otras asociaciones civiles que deseen prestar ese 
servicio. La legislación comparada muestra soluciones con el otorgamiento de licencias durante plazos 
más breves. ANDEBU propone que los propios interesados en brindar el servicio de radiodifusión sean 
los que soliciten el plazo durante el cual habrán de prestarlo, que deberá estar vinculado con el 
proyecto que vayan a llevar adelante. Solamente consideramos adecuado autorizar la asignación de 
frecuencia por largos períodos en la medida en que la ejecución del proyecto presentado por la 
asociación civil lo justifique. 


Quiere decir que, en principio, ANDEBU considera que el plazo uniforme establecido por el 
proyecto de ley es excesivo, pero no se opone a que puedan existir períodos prolongados para la 
utilización de la frecuencia, siempre y cuando exista un proyecto que así lo justifique. 


En lo que tiene que ver con la operación de las emisoras comunitarias, ANDEBU ha 
considerado que, en función de la experiencia internacional, el alcance de las operaciones debería 
estar limitado a una localidad o región determinada. A criterio de ANDEBU, la solución que propone el 
proyecto de ley es contraria a la razón de ser de las radios comunitarias, cuya actividad se origina en 
respuesta a distintas realidades y necesidades de la localidad, el pueblo y la región en la que se 
encuentran asentadas. Tampoco se ha tenido en cuenta la existencia de una saturación -por decirlo de 
algún modo- de frecuencias en algunas regiones del país, especialmente en Montevideo y el Área 
Metropolitana, donde ya prácticamente no quedan frecuencias disponibles. Por lo tanto, para el uso de 
la radiodifusión comunitaria sería conveniente poder asignar algún segmento del espectro 
radioeléctrico, dando prioridad a la ubicación en ese segmento. 


ANDEBU entiende que no es conveniente establecer por ley una reserva del espectro 
radioeléctrico, pero sí, por reglamentación, ordenar y organizar el funcionamiento de las emisoras 
comunitarias en un determinado rango de frecuencias. La reserva de espectros -que para ANDEBU es 
uno de los aspectos más críticos- prevista en este proyecto de ley, constituye una solución contraria al 
principio de igualdad establecido en la Constitución de la República, ya que sustrae a los particulares el 
acceso igualitario a un recurso natural escaso y lo asigna, en exclusividad, a un grupo. En este sentido, 
entonces, ANDEBU considera que siendo la radiodifusión un servicio social y económico lícito -de 
acuerdo con los términos del artículo 36 de la Constitución-, no es conveniente y es contrario a la Carta 
sustraer del acceso a los ciudadanos una porción sustancial del espectro radioeléctrico como recurso 
natural y escaso. Por tal motivo, en la regulación del uso de las frecuencias ANDEBU propone que, en 
las áreas donde su acceso sea dificultoso porque ya hay servicios de radiodifusión legalmente 
establecidos y reconocidos internacionalmente, se esté a la disponibilidad de dichas frecuencias, 
ubicando los permisos en segmentos en los que puedan aglutinarse los servicios comunitarios. Esto no 
se haría por previsión legal, sino mediante el ordenamiento reglamentario de la ley que se sancione. 


Si se mantuviera esta disposición, la Administración no podrá darle cumplimiento -sobre todo 
en las zonas del país en que ya hay servicios establecidos en forma legal operando en todas las 
frecuencias, ocupando la mayoría de las actualmente disponibles- sin afectar los derechos de aquellos 
radiodifusores que actualmente operan en esas regiones de acuerdo con la normativa vigente. 
Además, la Administración podría incurrir en responsabilidad, ya que para cumplir con el mandato legal 
debe reservar un tercio del espectro, sin considerar si está disponible o no, y se podría ver obligada a 
revocar algunas de las frecuencias autorizadas. Dicha revocación, fuera de lo previsto en la Ley y en 
su decreto reglamentario, sería ilegal y afectaría a los radiodifusores que tienen permisos vigentes, 
quienes en ese caso podrían iniciar acciones de reparación frente al Estado. En tal sentido es 
importante recordar las afirmaciones del doctor Cajarville -reconocido administrativista- cuando señaló 
que el carácter precario de las autorizaciones para explotar frecuencias del espectro radioeléctrico, no 
faculta a la Administración a modificarlas o a dejarlas sin efecto en cualquier momento y por cualquier 
razón porque, aun para modificar situaciones revestidas de precariedad, sólo puede hacerlo si existen 
precisas, determinadas y verdaderas razones de interés público que lo justifiquen. Esta ha sido la 


opinión del doctor Cajarville ante una consulta que se le ha hecho sobre un asunto relativo a la 
adjudicación de frecuencias radioeléctricas. 


Por estos motivos, ANDEBU propone la solución que se mencionaba hace unos momentos, 
de asignar a las radios comunitarias canales determinados en frecuencias que no estén siendo 
utilizadas. En todo el país existen frecuencias que no se utilizan; solamente en algunas localidades del 
interior del país, así como en Montevideo, no habría disponibilidad como para materializar la reserva 
del espectro que prevé el proyecto de ley que ya cuenta con media sanción de la Cámara de 
Representantes. En las regiones en que no exista disponibilidad inmediata de frecuencias para asignar, 
se sugiere estar a la disponibilidad dentro de la porción del espectro que pudiere corresponder a la 
operación de las radios comunitarias. 


Quisiera hacer referencia ahora a un tema que ha sido motivo de fuertes críticas, que es el 
relativo a la sustentabilidad económica de las radioemisoras. 


En nuestro país existen, en la actualidad, 286 emisoras de radio, cuya gran mayoría funciona 
en la órbita privada, mientras 22 son radios públicas operadas por el SODRE, tanto en Montevideo 
como en el interior del país. Es decir que existe una gran cantidad de radios en todo el país, al punto 
que por ello hemos sido señalados como uno de los países que tiene más operaciones de 
radiodifusión, ubicándonos en los primeros lugares en el mundo en cuanto a la cantidad de radios y 
televisoras en proporción al número de habitantes. En este momento, las posibilidades de sustentar la 
gran mayoría de estas radios se ha deteriorado, sobre todo en el interior del país, donde la operación 
de las radios es llevada a cabo por emprendimientos familiares que, con muchas dificultades, se hacen 
cargo de ellas y de la actividad empresarial que gira en su entorno. Por esta razón nos ha causado 
una gran preocupación la propuesta establecida en este proyecto de ley en el sentido de que la 
radiodifusión comunitaria tendrían permitido realizar actividades comerciales, es decir, prestar servicios 
de difusión publicitaria o servicios de difusión de contenidos -que en la jerga habitual es conocido como 
“arrendamiento de espacios” o “venta de espacios”, pero que estricta y técnicamente debe 
denominarse “servicios de difusión de contenidos”-, ya que es el único medio de sustento con que 
cuentan las operaciones de radiodifusión en la actualidad. La reglamentación actual sólo permite que 
las radiodifusoras financien su actividad a través de la venta de espacios o de publicidad, técnicamente 
llamada arrendamiento de servicios, contrato de difusión publicitaria o contrato de difusión de 
contenidos. A las radios les está expresamente prohibido recibir donaciones, salvo autorización 
expresa del Poder Ejecutivo, o que consistan en material de programación. Este proyecto de ley 
permite que las radios comunitarias no sólo reciban donaciones de cualquier tipo, sino también que 
financien su actividad a través de la prestación de servicios de naturaleza comercial. La principal 
objeción en este tema es que las asociaciones civiles no tienen entre sus cometidos o finalidades 
prestar servicios de naturaleza comercial, como lo es prestar un servicio de difusión publicitaria o de 
difusión de contenidos. Por esta razón, ANDEBU considera que una asociación civil no debería ejercer 
actos de comercio como lo son la prestación de estos servicios, sino que su financiación debería estar 
encaminada a través de otros mecanismos. 


Fue por eso que en el proyecto de ley que ANDEBU remitió a la Cámara de Representantes - 
también está incluido en este informe- se propuso una solución por la cual la radiodifusión podría 
contar con fondos que permitieran su actividad y desarrollo sin afectar el medio de sustento con que 
cuentan las radiodifusoras legalmente establecidas y, por otro lado, sin contradecir las finalidades y el 
objetivo natural que tienen las asociaciones civiles que, reitero, no es el de prestar servicios de 
naturaleza comercial. El mecanismo de financiación fue inspirado en la denominada Ley de Mecenazgo 
para la promoción de las actividades culturales y artísticas, votada en la Ley de Presupuesto de fines 
del año 2005. Esta Ley -que está muy bien articulada- permitiría adoptar un mecanismo para la 
financiación de la radiodifusión comunitaria. Básicamente, se trata de la creación de un fideicomiso 
para la financiación y promoción de la radiodifusión comunitaria, que contaría con fondos aportados por 
el Estado y provenientes de donaciones articuladas -estas sí-, de forma que puedan destinarse tanto a 
la aplicación de la actividad general como a proyectos determinados que llevaría adelante el Consejo 
de Radiodifusión Comunitaria. Este Consejo sería el encargado de administrar esos fondos y, de 
acuerdo con lo establecido en el proyecto de ley de ANDEBU, funcionaría en la órbita del Ministerio de 
Educación y Cultura, tal como lo hace en la actualidad el Consejo que administra los fondos para la 
promoción de las artes y la cultura. 


Tal como los señores Senadores podrán apreciar cuando analicen el documento que 
dejaremos a efectos de su estudio, el mecanismo que se establece fue tomado, prácticamente igual, de 
la estructura que se dio al Fondo para el fomento de las artes y la cultura, por considerar que se trata 
de un sistema muy inteligente y bien articulado, que posibilitará que esta modalidad de radiodifusión 
cuente con una financiación que le permita desarrollar con independencia los proyectos que desee 
llevar adelante. 


Si tomamos como ejemplo el funcionamiento del fideicomiso o del Fondo para la promoción 
de las artes y la cultura, podremos observar que el Poder Ejecutivo le estableció una asignación de 
recursos presupuestales, previéndose que para el año 2007 contará con $ 13:000.000, cantidad que 
sería incrementada levemente en los años siguientes. Esta cifra global -sin tener en cuenta las 
donaciones o los aportes directos con los que pudiera contar el Fondo- alcanzaría para financiar el 
funcionamiento anual de unas cuarenta radios comunitarias en todo el país, partiendo de la base de un 
presupuesto normal que podría ubicarse en el orden de los $ 20.000 ó $ 25.000 mensuales. 


En este momento existen en nuestro país varias radios ilegales; la gran mayoría tiene un 
perfil netamente comercial, que no responde a los perfiles de la radiodifusión comunitaria tal como son 
entendidos a nivel internacional. Calculamos que actualmente son más de ciento treinta las radios de 
este tipo, de las cuales una ínfima porción -según creemos, no más de treinta o cuarenta- responde 
verdaderamente a los principios de la radiodifusión comunitaria; el resto son radios que han surgido y 
que están operando en la informalidad. De la misma manera que hay quien instala un quiosco o un 
puesto en una feria sin autorización, existen personas que han instalado y están operando servicios de 
radiodifusión sin el debido permiso, ejerciendo también el comercio a través de esos medios sin tener 
la autorización correspondiente. Esas radios -que son tan ¡legales como las que en estos momentos 
operan bajo los principios de radios comunitarias- no encajan ni siquiera en el proyecto de ley que ha 
sido aprobado en la Cámara de Representantes, y seguramente no lo harán en ninguna iniciativa, pues 
operan al amparo de la tolerancia -a nuestro criterio, excesiva- con la que están actuando las 
autoridades en la represión de este tipo de actividades que, como hemos dicho, causan perjuicio no 
sólo a los radiodifusores instalados, sino también a los usuarios del servicio, en la medida en que les 
impide recibir en forma clara y sin interferencias las emisiones de las señales que desean sintonizar o 
los programas que son de su preferencia. 


Por último, quisiera hacer referencia al régimen de sanciones, que si bien está previsto en la 
Ley actualmente vigente, no está siendo aplicado por las autoridades competentes. En la medida en 
que de lo que se trata es de que pueda llegar a existir una legislación más completa en el área de 
regulación de la radiodifusión profesional y comunitaria, habría que ser muy cuidadosos en cuanto a la 
tolerancia de la existencia de operaciones no autorizadas. Por esa razón, la propuesta de ANDEBU es 
que determinadas conductas se tipifiquen penalmente, para que puedan ser perseguidas en el orden 
penal. La redacción de la norma que establecería el delito así tipificado está contenida en el análisis 
que ANDEBU va a dejar para estudio, y dice que quien utilice el espectro radioeléctrico a los efectos de 
prestar un servicio de radiodifusión, cualquiera sea su naturaleza, potencia y modalidad, sin previa 
autorización, será castigado con una pena de seis a veinticuatro meses de prisión y quedará 
inhabilitado por diez años para presentarse a llamados públicos para la prestación de servicios de 
radiodifusión, así como para integrar asociaciones civiles y comerciales, cuyo objeto sea la explotación 
de servicios de radiodifusión. Debo decir que soluciones de este tipo están vigentes en varias 
legislaciones de países sudamericanos y del resto del mundo, y alguna referencia se ha incluido en el 
informe analítico realizado por ANDEBU. 


No quisiera extenderme más, abusando del tiempo de la Comisión, por lo que quedo a las 
órdenes para responder cualquier consulta que los señores Senadores quieran realizar. 


Por último, como ya lo he manifestado, quiero entregar el análisis que hemos realizado para 
que sea estudiado por la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión, agradezco a los doctores Inchausti y Sosa su 
planteo, pues ha sido muy claro. A su vez, les informo que el material que nos entregan lo haremos 
llegar a todos los integrantes de la Comisión. 


Dada la trascendencia y complejidad del tema, así como la importancia de ANDEBU en este 
tema, por su experiencia e historia, no descarto que podamos concertar otra comparecencia, pero 
ahora no tenemos demasiado tiempo y creo que todos -por lo menos, es lo que me sucede a mí- 
tendremos una larga lista de inquietudes, que no creo que se puedan evacuar en esta instancia. De 
todos modos, de pronto, alguno de los colegas quiere realizar alguna pregunta, aprovechando la 
ocasión. 


SEÑORA PERCOVICH.- Los Legisladores y las Legisladoras, muchas veces recibimos denuncias 
sobre ciertas radios -no precisamente de éstas- que tienen contenidos muy agresivos, y en algunas 
ocasiones se han venido a quejar sus funcionarios porque no se pagan aportes patronales. Debido a 
esa situación, quisiera saber si ustedes tienen algún código de ética para la transmisión de radios que 
integran ANDEBU. Me parece que eso iría en conjunto con el planteo que han hecho. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Efectivamente. En ANDEBU existe un código de autorregulación sobre 
contenidos, y en la Declaración de Principios de la Asociación se establece que la radiodifusión deberá 
servir para promover y estimular la difusión de valores y contenidos que propendan al desarrollo y 
perfeccionamiento de las personas. 


Estoy de acuerdo con que en algunas ocasiones los contenidos transmitidos por los medios 
de radiodifusión no están orientados o no son afines con esta declaración de principios, pero 
consideramos que prohibir o censurar la emisión de cualquier tipo de contenidos no es adecuado a un 
régimen democrático de derecho. Justamente, la Ley de Prensa -a la que aludía hace un momento- 
prevé que los excesos que puedan cometer los medios de radiodifusión puedan ser sancionados, pero 
en nuestro país no existe un régimen de censura previa o de limitación de los contenidos, sino de 
responsabilidad posterior por los excesos que se pudieran cometer. ANDEBU promueve la emisión de 
contenidos que ayuden al desenvolvimiento social y que contribuyan al perfeccionamiento social, pero 
no tiene entre sus competencias -ni entiende que deba hacerlo- censurar o limitar los contenidos que 
puedan difundirse a través de los medios de radiodifusión. 


SEÑOR AGUIRREZABALA.- Creo que todos compartimos el criterio de que es necesaria una segunda 
instancia para repreguntar. De todas maneras, no quiero perder la oportunidad de señalar que entiendo 
que nuestros invitados deberían hacer una priorización de los planteos que han realizado aquí, porque 
creo que algunos son muy importantes. 


Por ejemplo, uno de ellos es la existencia de un conjunto de emisoras ilegales, que no 
cumplirían con los criterios establecidos para radios comunitarias. Por mi parte, al leer el proyecto de 
ley observo que los criterios son muy amplios y es difícil no entrar en ellos, pero aparentemente 
ANDEBU considera que hay un conjunto de radios que, por su naturaleza comercial, no entrarían en 
las posibles adjudicaciones, una vez censadas las radios que hoy permanecen en la ilegalidad. 


Otro punto que me parece muy importante es la diferencia entre la responsabilidad civil o 
penal que tendrían los titulares, propietarios o detentores de estas frecuencias, y la que tendrían los 
detentores de frecuencias bajo el régimen vigente. 


Y un tercer elemento que, según entiendo, nuestros invitados priorizan muy fuertemente - 
independientemente de la jerarquización que nosotros en su momento establezcamos- es la parte 
correspondiente a la competencia comercial. Da la sensación de que ANDEBU pretende que estas 
radios comunitarias no tengan actividad comercial de ninguna clase. 


Me gustaría que, si se me escapa algún capítulo además de los tres que acabo de mencionar, 
nuestros invitados me lo aclaren y, en todo caso, realicen una priorización de los intereses más 
específicos de la Asociación que ellos representan. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Es cierto que los tres puntos que menciona el señor Senador son muy 
importantes, y así lo destacamos en la exposición que hemos realizado y en el informe que hemos 
preparado. 


La existencia de una gran cantidad de radios ilegales es un tema que ha preocupado a 
ANDEBU desde hace varios años, y se ha constatado una proliferación de ellas en los últimos años. 
Este fenómeno comenzó en nuestro país en los primeros años de la década del noventa y en este 
momento, debido a la tolerancia con que, a nuestro juicio, están actuando las autoridades de nuestro 
país, se ha extendido mucho más. La existencia de esas radios no autorizadas, que perjudican tanto a 
los radiodifusores establecidos como a los usuarios de estos servicios, repito, está muy extendida. En 
ANDEBU contamos con información basada en relevamientos que han llevado a cabo los propios 
radiodifusores, que dan cuenta del funcionamiento de más de ciento treinta radios ilegales en todo el 
país, lo que quiere decir que la proporción de radios legales con respecto a las ilegales es de dos a 
uno. La situación, entonces, no llega a ser tan dramática como la de países vecinos, como Argentina y 
Brasil. En este último, por ejemplo, hay alrededor de siete mil quinientas radios autorizadas y más de 
veinte mil ilegales. En Argentina la proporción es menor, pero el número de radios ilegales duplica el de 
las legalmente establecidas. En Uruguay la proporción es de dos radios legalmente establecidas por 
cada una ilegal, pero este fenómeno ha ido creciendo, sobre todo en los últimos años y es lo que ha 
llevado a que los radiodifusores tengamos una gran preocupación por el tema, teniendo en cuenta, 
además, que nuestro país figura entre los países que cuenta con más medios de radiodifusión por 
persona. 


La gran mayoría de esas radios ilegales ejercen el comercio a través de la radiodifusión, lo 
que determina que no respondan a los principios básicos de la radiodifusión comunitaria, es decir, que 
a pesar de autodenominarse de esa manera, no están respondiendo a las características inherentes a 
ese tipo de medios porque, insisto, están ejerciendo el comercio de manera informal. Esta práctica está 
muy extendida en todos los sectores de la actividad económica del país, pero tratándose de la 
radiodifusión, que es un sector altamente regulado, la situación resulta todavía más preocupante. 


De acuerdo con datos proporcionados por la Asociación Mundial de Radios Comunitarias, la 
proporción de radios que tienen perfil comunitario dentro de esta gran cantidad de radios ¡legales es 
muy menor, ya que no excedería un número de treinta o cuarenta emisoras en un total de ciento 
treinta. 


Asimismo, como decía hace un momento, la gran mayoría de estas radios ilegales ni 
siquiera reuniría las condiciones establecidas en el proyecto de ley que fue aprobado en la Cámara de 
Representantes, a los efectos de lograr una eventual regularización. Puede haber un segmento de 
esas radios ¡legales con naturaleza comunitaria, que podrían obtener su regularización, pero esto no 
ocurre con la totalidad de las radios que actualmente funcionan en esas condiciones en nuestro país. 


Con respecto a la inquietud que manifestaba el señor Senador Aguirrezabala en lo que tiene 
que ver con la responsabilidad que existe sobre los contenidos emitidos por ese tipo de emisoras, en 
ANDEBU no quisiéramos que se diera un tratamiento diferente entre emisoras comunitarias y 
profesionales en virtud de los excesos cometidos en la difusión de contenidos. Esto significa que, a 
nuestro juicio, el régimen de sanciones debería ser el mismo para todos los medios de radiodifusión. La 
preocupación de ANDEBU si prosperara este proyecto de ley, es que se estaría consagrando la 
existencia de titulares de medios de difusión que no serían asociaciones civiles legalmente 
constituidas, sino solamente personas agrupadas con un fin concreto. Esto quiere decir que se diluiría 
la posibilidad de sancionar efectivamente a los que cometieran excesos a través de la difusión de estos 
medios. En este aspecto, estamos preocupados, porque no serían efectivas las previsiones de la Ley 
N* 16.011 en cuanto a la sanción de los transgresores en lo que tiene que ver con los contenidos 
emitidos. 


En cuanto al último aspecto sobre el que consultaba el señor Senador, es decir, el sustento 
económico y la posibilidad de prestar servicios publicitarios de estas radios, creemos que la idea que 
maneja ANDEBU es la adecuada. En concreto, se crearía un fideicomiso para financiar esta modalidad 
de radiodifusión y se ordenaría el régimen de donaciones -directas o indirectas- que se realizaran para 
promover este servicio. No nos parece adecuado que asociaciones civiles, que tienen naturaleza, 
finalidades y objetivos específicos, puedan prestar servicios comerciales, porque si a las asociaciones 
civiles les interesara esto, podrían constituirse como sociedades de Derecho Comercial y, de esa 
forma, aspirar a la asignación de una frecuencia en el ámbito de la radiodifusión profesional. A nuestro 
juicio, nada impediría que ello pudiera suceder. En cambio, para prestar un servicio de los 
denominados comunitarios, no consideramos adecuado que esas asociaciones civiles puedan incluir la 


prestación de servicios comerciales como, por ejemplo, la difusión de publicidad o de contenidos en 
forma remunerada. No estamos por ello limitando o restringiendo la posibilidad de financiación, sino 
señalando que una cosa es el ejercicio del comercio y otra distinta el ejercicio de finalidades sociales 
como pueden tener las asociaciones civiles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia. Sin duda quedan infinidad de preguntas y temas 
que deberemos abordar, pero tenemos un cronograma establecido. Por esta razón la Presidencia 
solicita a los señores miembros de la Comisión que nos detengamos en este punto y analicemos los 
materiales con atención; más adelante, seguramente tendremos otra reunión para seguir avanzando en 
el tema. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Muchas gracias por recibimos. 


(Se retiran de Sala los representantes de ANDEBU) 
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